	


Magistrado Ponente HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
Exp. Nº 2002-0450
Adjunto a oficio N° 299 de fecha 21 de marzo de 2002, recibido el 27 de mayo del mismo año, el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, remitió a esta Sala Político-Administrativa las actuaciones relacionadas con el expediente contentivo del juicio que por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos incoaran los ciudadanos ALBERTO ROMERO, ANDRÉS OVIOL, DEYANIRA ROJAS, EUCLIDES SÁNCHEZ, JORGE GRANADILLO, MARCOS JIMENEZ, MARLENE SANDOVAL, PEDRO URBINA, MARIA GONZÁLEZ, MAYBELINE SANDOVAL, JOSÉ G. MORILLO, YARITZA GOITIA, MIGUEL MEDINA, FRANCISCO PARUTA, FREDDY MORENO, RAMANDU DUNO, MARIA SANDOVAL, EVA ACOSTA, JOSÉ G. SIBADA, JESÚS L. GÓMEZ, GEOMARY CHIRINOS, EMILIO OBERTO, RAFAEL GÓMEZ, EUDES NAVAS, JORGE CAPIELO, OMAR TORRES. JESÚS PEREIRA, JORBRAIN PAÉZ, PEDRO CÉSPEDES, ORLANDO YEDRA, NEPTALÍ RANGEL, JOSÉ LUIS CALLEJA y CESAR MIQUILENA; titulares de las cédulas de identidad Nos. 7.492,992, 10.703.442, 12.489.810, 5.284.779, 13.417.466, 12.176.764, 14.262.485, 9.923.367 18.047.525, 15.238.563, 11.802.866 9.520.206, 7.490.264, 6.069.521, 9.429.060, 11.799.772, 9.515.009, 9.923.365, 9.518.118, 11.478.248, 14.655.501, 5.298.498, 11.804.343, 9.513.221, 13.026.164 11.250.922, 6.441.329, 14.956.233, 14.263.196, 11.140.534, 13.028.609, 14.262.417 y 12.176.927; respectivamente contra el SERVICIO DE EMERGENCIA REGIONAL DEL ESTADO FALCÓN, adscrito al Ejecutivo Regional del Estado Falcón.
La remisión fue efectuada a los fines de que este órgano jurisdiccional decidiera la consulta establecida en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de la sentencia dictada por el a quo en fecha 12 de junio de 2002, mediante la cual declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública.
El 30 de mayo de 2002, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Hadel Mostafá Paolini a los fines de decidir sobre la consulta planteada.
Realizado el estudio del expediente, pasa esta Sala a decidir, con fundamento en las siguientes consideraciones:

-I-
ANTECEDENTES
El 16 de agosto de 2001, los prenombrados ciudadanos interpusieron por ante el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, alegando que el 13 de agosto de 2001 fueron despedidos injustificadamente del organismo en el cual prestaban sus servicios. En el escrito contentivo de la mencionada demanda, los trabajadores señalaron que se trataba de un despido masivo, por cuanto del total de doscientos treinta y dos trabajadores de la nómina patronal, habían sido despedidos treinta y cuatro, esto es, un 14,65 %.
El 7 de marzo de 2002, la representación judicial del Estado Falcón, presentó escrito de contestación, en el cual alegó la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública, en virtud de haber calificado los actores el despido de “masivo”. En tal virtud, expusieron que de conformidad con lo establecido en el Título VII, Capítulo III de la Ley Orgánica del Trabajo y el artículo 63 de su Reglamento, el presente asunto debía ser sustanciado de acuerdo al procedimiento allí previsto.
El 14 de marzo de 2002, el tribunal de la causa dictó sentencia, en la cual estableció la falta de jurisdicción del Poder Judicial para conocer del asunto planteado. Fundamentó su decisión argumentando lo siguiente:
 
“Con fundamento en las normas citadas, relacionados los hechos alegados por las partes y documentos insertos en el expediente, considera el Tribunal, que en el presente caso estamos en presencia de dos solicitudes presentadas para su correspondiente tramitación ante dos autoridades diferentes, judicial y administrativa. Está comprobado que el despido de los trabajadores del Servicio de Red de Emergencia Regional del Estado Falcón, hoy accionantes, por parte del Secretario de Salud del Ejecutivo Regional del Estado Falcón, puede calificarse como un despido masivo, conforme a lo previsto en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Trabajo por alcanzar un porcentaje 14.65% de trabajadores despedidos del total de la nómina de la Institución compuesta por 232 trabajadores, porcentaje este que supera el establecido en la norma citada. Por tanto, el funcionario competente para conocer del procedimiento solicitado por los trabajadores despedidos es el funcionario administrativo, el Inspector del Trabajo...”
 
-II-
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

Siendo la oportunidad para decidir sobre la consulta planteada, esta Sala observa:
El Tribunal a quo declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial respecto de la Administración Pública, al considerar que en la presente causa, se ventila un caso en el cual presuntamente se estaría alegando la existencia de un despido masivo.
Al respecto, se observa que, ciertamente, de conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 de la Ley Orgánica del Trabajo, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 63 al 68 de su Reglamento, corresponde a la Administración Pública conocer de todos aquellos casos en los cuales los trabajadores denuncien la existencia de un despido masivo. En tal sentido, la legislación laboral ha dispuesto un procedimiento especial, que a instancia de parte y aún de oficio permite al Inspector del Trabajo suspender los efectos del despido masivo, en cuyo caso ordenará la reinstalación o reenganche de los trabajadores afectados.
Sobre este particular dispone el artículo 34 arriba citado, lo siguiente:
“El despido se considerará masivo cuando afecte a un número igual o mayor al diez por ciento (10%) de los trabajadores de una empresa que tenga más de cien (100) trabajadores, o al veinte por ciento (20%) de una empresa que tenga más de cincuenta (50) trabajadores, o a diez (10) trabajadores de la que tenga menos de cincuenta (50) dentro de un lapso de tres (3) meses, o aun mayor si las circunstancias le dieren carácter crítico. 
Cuando se realice un despido masivo, el Ministerio del ramo podrá, por razones de interés social, suspenderlo mediante resolución especial. El patrono podrá ocurrir al procedimiento pautado en el Capítulo III del Título VII de esta Ley...(omissis)....”
 
En este orden de ideas, debe esta Sala señalar que en sentencia N° 2241 de fecha 11 de octubre de 2001, se estableció:
“Ahora bien, advierte la Sala que cada uno de los solicitantes introdujo ante el Tribunal a quo una solicitud personal de calificación de despido, con reenganche y pago de salarios caídos, de conformidad con lo previsto en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo; en ningún momento alegaron encontrarse en la situación prevista en el artículo 34 de ese texto legal, el cual señala que el despido se considerará masivo cuando afecte a un número igual o mayor al diez porciento (10%) de los trabajadores de una empresa que tenga más de cien (100) trabajadores, o al veinte por ciento (20%) de una empresa que tenga más de cincuenta trabajadores, o a diez (10) trabajadores de la que tenga menos de cincuenta (50) dentro de un lapso de tres (3) meses, o aún mayor si las circunstancias le dieren carácter critico; tampoco puede la Sala concluir si dichos despidos configuran un despido masivo ya que de los autos no se desprenden los datos numéricos requeridos para su comprobación.
Efectivamente, si estuviésemos en presencia de un despido masivo, según lo dispuesto en el artículo 63 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, debería éste ser del conocimiento del Inspector del Trabajo, el cual seguirá el procedimiento pertinente. 
Por tanto, la Sala considera que en casos como el de autos, en el cual cada uno de los trabajadores presentó individualmente su solicitud de calificación de despido, son los Juzgados de Estabilidad Laboral los que tienen jurisdicción para conocer de la solicitud de calificación de despido; tales casos no corresponden a la Inspectoría del Trabajo, como erróneamente afirma el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas en la decisión consultada, ya que de los autos no se puede comprobar si estamos ante un despido masivo. Así se decide.”
 
En el presente caso, señalaron los actores en su libelo de demanda que al haber despedido a treinta y cuatro (34) de los doscientos treinta y dos (232) trabajadores que prestan servicio ante el organismo demandado, el patrono habría desincorporado al 14.65% del total de la nómina, razón por la cual calificaron el despido como masivo.

Asimismo, consta suficientemente de las copias agregadas a los autos del expediente administrativo, que los accionantes acudieron ante la Inspectoría del Trabajo del Estado Falcón, a efectos de solicitar la suspensión del despido masivo por ellos denunciado.

De lo anteriormente expuesto, y reiterando el criterio establecido por esta Sala, se evidencia entonces que, tal como expusiera el a quo en el fallo consultado, al haber alegado los trabajadores demandantes un despido masivo por parte del patrono, el asunto bajo análisis debe ser conocido por la Administración Pública de conformidad con el procedimiento establecido en la normativa laboral antes citada.
En fuerza de las todas consideraciones expuestas, esta Sala considera ajustada a derecho la decisión objeto de la presente consulta. Así se decide.
-III-
DECISIÓN
En virtud de las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Político-Administrativa, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón en fecha 12 de junio de 2002, mediante la cual declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública.
Publíquese, regístrese y notifíquese. Remítase el expediente al Tribunal de origen y copia certificada de la presente decisión a la Inspectoría del Trabajo del Estado Falcón. Cúmplase lo ordenado.
Dada,  firmada  y  sellada  en  el  Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del  Tribunal  Supremo  de Justicia, en Caracas, a los diecinueve (19) días del mes de septiembre de dos mil dos. (2002). Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación. 
         El Presidente, 
 
LEVIS IGNACIO ZERPA 
El Vicepresidente-Ponente,
 
HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
                   Magistrada, 
 
YOLANDA JAIMES GUERRERO 
La Secretaria,
 
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
Exp. N° 2002-0450
En veinticuatro (24) de septiembre del año dos mil dos, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01157.
